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1. Palabras prelizl~inares.--1'lnusible idea ha tenido nuestra Facultar1 
de Dcrecho al editar un volurnen en el que sus profesores y señalados 
juristas del Foro nacional, emitan su opinión sobre la c1ecisió:i toiiiad;~ 
por el 13. Plcno de la Supreina Corte de Justicia de la Kacióil e11 sesióii 
celebrada el dia S de noviembre de 1955, decisih que, eri el foi~<lo, es- 
tablece el criterio de que la suspensión que se conceda en los juicios de 
amparo eri que se reclamen actos de autoriclad judicial que afecten o 
restrinjan la libertad personal del quejoso (órdenes judiciales de aprehen- 
sión y autos de formal prisibn), debe l~acer excepcióil expresa de dicha 
libcrtad cuando el delito que se atribuya al agraviado se saricione con una 
pena cuyo término medio aritmético exceda de cinco años de prisibn 

Se ha venido sosteniendo, y así lo he hecho yo en lo persorial. quc. 
el criterio adoptado en la mencionada decisión por el 1-1. Pleno de la Su- 
prenin Corte de Justicia entraña la variacióti o alteracióti de la corriente 
jurisprudencia1 que desde el año de 1942, aproximadamente, se ha vr- 
nido desarrollando, en el sentido de hacer procedente la suspensión en 
todo caso, contra actos dc autoridad judicial que restrinjan o afecten 
la libertad personal del quejoso, independientemente de la índole del de- 
lito que a Cste se impute y de la gravedad de la pena con que se castigiie. 

Es, por tanto, indispensable inquirir, aunque sea brevemente, acer- 
ca de la implicación misma de dicha corriei~te jurisprudencial, a través 
de sus diferentes aspectos, y que ha desi:rnbocndo cn In tesis respectiv:~ 
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núm. 675, visible en el Apéndice al tomo x c v ~  del "Semanario Judicial de 
la Federación", que en su debida oportunidad me permitiré transcribir, 
no sin antes tratar de fijar la procedencia y eficacia legales de dicha' 
rnedida cautelar en los términos de las disposiciones conducentes de nues- 
tra Ley de Amparo, en los casos en que los actos reclamados afecten 
la libertad personal del quejoso y provengan de autoridad judicial. 

11. Planteamiento del prob1eilza.-Existe en la actualidad un palmario 
desconcierto en lo que respecta a la procedencia y alcance de la suspen- 
sión en los Juicios de Amparo que se interpongan contra órdenes judicia- 
les de aprehensión y autos de formal prisión, cuando el quejoso no ha 
sido aún afectado en su libertad personal. Tal sucede, sobre todo, en el 
caso en que la orden de aprehensión no se haya podido ejecutar en virtud 
de haberse otorgado, en un juicio de garantías, la suspensión provisional 
o la definitiva contra los efectos de dicha orden, en lo que atañe a la 
expresada libertad Freciicnt~mrnte, en la realidad se registran casos en 
que se ha librado una orden judicial de aprehensión contra alguna per- 
sona, como consecuencia del ejercicio de la acción penal por uno o varios 
delitos, cuya penalidad media no hace procedente la libertad cauciona1 
en los términos del articulo 20, fracción I, constitucional; y que el su- 
jeto, contra quien la citada orden se haya dictado, no pueda ser detenido 
en virtud de la suspensión provisional o definitiva que se hubiere conce- 
dido en el amparo promovido al respecto. 

La mencionada medida cautelar se otorga legal y jurisprudencialmente 
sin el efecto de que se paralice el procedimiento penal que, en su pri- 
mordial fase, culmina con un auto de formal prisión, ya que sólo tiene 
eficacia para que el quejoso, en cuaiito a su libertad personal, quede a 
disposición del Juez de Distrito que haya concedido la suspensión, la 
cual queda sujeta a las medidas de aseguramiento que dicho funcionario 
judicial federal haya decretado, según su prudente arbitrio. Ahora bien, 
si el juez que haya librado la orden de aprehensión dicta, dentro del 
término constitucional, auto de formal prisión contra el quejoso por uno 
o varios delitos, cuya penalidad media exceda de cinco años de reclusión ; y 
si el mencionado quejoso, contra el referido auto, interpone un nuevo 
juicio de amparo, solicitando la suspensión de los efectos o consecuen- 
cias del citado proveído, que se traducen en la afectación de su libertad 
personal para que sufra la prisión preventiva, iprocede otorgarle dicha 
suspensión?, y, en caso afirmativo, :qué alcance tiene esta medida cautelar ? 
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La concesión de la suspensión provisional o de la definitiva contra 
los efectos de una ordcn de aprrhensión o de un auto de formal prisión 
respecto de la libertad personal del quejoso, en el caro de que éste no 
Izaya sido aún detenido, ha provocado diversos comentarios desfavorables, 
muchas veces, a los Jueces de Distrito quc otorgan el mencionado bene- 
ficio suspensional, llegándose a considerar que éste (vulgo, amparo) es 
un serio obstáculo para la administración de justicia, que coloca a los 
<lelinciientes en una situación de impunidad por los hechos delictivos que 
les atribuye el Ministerio Público y de los cuales resulten presuntos res- 
ponsables. En algunas ocasiones se alude despectivamente a nuestro jui- 
cio de amparo corno medio de burlar la acción de los tribuiiales, que 
han dictado conira una percoiia una orden judicial de aprehensión o un 
auto de formal prisión por la comisión de graves delitos, en cuya represión, 
se dice, está vivamente interesada la sociedad. E1 clamor de algunos sec- 
tores sociales, provocado o alentado muchas veces por la publicidad perio- 
dislica, ha llegado al extremo de censurar acremente a los Jueces de Dis- 
trito, quienes, se afirma, mediante autos o resoluciones concediendo a los 
presuntos responsables de un hecho delictivo la suspensión contra su 
captura, contribuyen a que se sustraigan a la acción de la justicia y a 
que se libreti del castigo social que merecen. 

Para el jurista, dicho clamor sería irrelevante, como producto de 
una ignorancia apasionada, si no suscitase una cuestión jurídica compleja 
que es preciso dilucidar desde el punto de vista técnico-legal y jurispruden- 
cial, con el objeto de que, atendiendo a las soluciones que al respecto se 
obtengan, se la defina claramente. La  mencionada cuestión plantea los 
problemas que en un principio se enunciaron, a saber: l e s  procedente, 
en todo caso, conceder la suspensión contra los efectos de una orden 
judicial de aprehensión o de un auto de formal prisión, para que la per- 
sona contra quien dichos proveidos se hayan dictado no sea encarcelada 
o aprehendida mientras se analiza y resuelve sobre la constitucionalidad 
de tales actos? i S i  procede el otorgainiento de dicha suspensión, qué 
efectos debe tener ésta? 

111. El otor,qaomieiit de dicha suspeiisión $20 es oficioso.-La suspen- 
sión contra una orden judicial de aprehensión o un auto de formal prisión 
nunca debe concederse de oficio por el Juez de Distrito, sino a peticibn 
del rluejoso, ya que la paralización oficiosa de los actos reclamados sólo 
procede cuaii<Io éstos importen el peligro de privación de la vida, depor- 
taciíiti o destierro o alguna pena prohibida por el articulo 22 constitu- 



cional (niutilación, infamia, rnaria, palos y tormeiito), así coino en los 
casos en que dichos actos, si llegaran a consurriarse, hiciera11 fisicamente 
iiril>osible restituir al agraviado en el goce de la garantía iiidividual vio- 
lada (articulo 123 de la 1.ey de Amparo). E s  eviderite que una orden 
jtidicial de apreliensibn o un auto de forrnal prisiúii iio entrañan tiinguno 
de los fenónieiios apuntados, pues si bien es cierto que, co111o coiisecuen- 
cia dc ellos, se podría aprehender al quejoso (si la aprehensión no se 
hubiere efectuado nntcriorinente) y que el tiempo de su reclusión no po- 
dria ser invalidado con motivo dc la sentencia cotistitucioiial ejecutoria 
que lo amparase contra dichos proveidos, también es verdad que, al otor- 
gárscle la protección federal, se le restituiría sil libertad personal. La  
Suspensión oficiosa sólo debe concederse por el Juez de Distrito cuando 
la seiitencia que proteja al quejoso no pueda surtir sus efectos por im- 
posibilidad fisica. 

Partiendo del supuesto innegable de que la suspensión contra los 
efectos o consccueilcias de una orden judicial de aprehensión o de un 
auto (le formal prisibn, por lo que atañe a la libertad personal del agra- 
viado, dcbc sujetarse al requisito indispensable de la petición de parte, 
es pcrtincnte exaininar el régimen legal a que dicha medida cautelar 
está so:~ietida, para dilucidar las cuestiories planteadas anteriorinente. 

-4 difercncia de la suspensión oficiosa, que se concede de plano, la 
suspensión a petición de parte presenta dos inodalidades procesales fun- 
damentales, tanto en lo que concierne a su procidencia, como en lo rpie 
respecta a su eficacia, a saber: la provisionalidad (suspensión pro\isio- 
nal) y la definitividad (suspensión definitiva). 

IV. La szispensid+z provisional conira u+ta orden judicial de apre- 
l~cnsión o 1112 az<to de fonnal prisión.-No existe obligatorie(1ad Fiara el 
Juez de Distriio de conceder esta medida cautclar provisiorial, sino que 
su otorjin~iiiciito o denegación quedan sujetos al prudente arbitrio judi- 
cial, sfjiiln se desprende del artículo 130 de la Ley de Amparo, precepto 
que sí110 cotistriñe al juzgador para otorgar la suspensión provisional, 
cuando !os actos irclamados importen la restricción de la libertad per- 
sonal fuera de procedimiento judicial, lo que no sucede obviamente con 
~ I I A  orden jiidicial de apreliensión o con un auto de formal prisión. 

Al7ora bien, el invocado articulo 130 remite a lo dispuesto por el 
iiticulo 124 de la Ley de Amparo, a efecto de que, en los términos de 
éste; y principalinentc tomando en cuenta las normas de orden público, 
el interés social y la dificultad en la reparación de los daiios y perjui- 



cios que se pudiereii causar al qurjoso coi1 la ejecucibii del acto reclaina- 
do, el JUC' cie Distrito piieda regular su prudente arbitrio para conceder 
o ~ i rhar  la suspeiisibn provisional. Si dicho funcionario c!eteriiiiria dis- 
crecionalinente oiorBar esta medida cautelar provisionnl contra los efectos 
y coiiscciicncias (le una ord?ii judicial (le ~preliensibn o de un auto (le 
iormal prisión, por lo que concierne a la libertad persorial del :i:,.rariado 
y siernpr-e que Csta aún no liaya sido afectada, la suspeiisión provisional 
impirlc la cletenciún o apreliensión riel qi~ejoso, pues la situ;iciún de tite, 
en c.1 monicnio en que dicha suspensió~i se notifiqiie a las mtoriclades 
- . cs,~oiisablcs, . ., consiste en el goce, todavía no perturbado materialmente, 
dc 1;i inencionada libertad. 

Eri estas concliciones, al decretar la mencionada suspensibii, el Juez 
de Distrito debe tomar las medidas que estime convenientes para el ase- 
gurniiiiento del quejoso, n fin de que éste no se sustraiga a la accibn 
iIc las autoridades responsables si no se le concede la suspensi(>ri defini- 
tiva. Tales las niedi<lns de aseguramiento, ciiya idoncidud queda al j,rzidcfz- 
tc r ~ i t c u i o  jzidicial, pueden estribar en yaratitia pecuniaria (depbsito en 
efcctivo o fianzx), o en diversas ohli~acioiies que se iitipongm al ajiravia- 
<!o tendientes a cvitnr la mericionada sustracciún (comparecencia perió- 
(lita antr el propio juez o ante las autoridades responsables, sujeción a 
la vi:ila~icia policíac;~, prohibicibn de abandonar determinado lugar e in- 
clusive reclusión en cl sitio que determine el Juez Federal). 

Si el n,ucjoso tia acata dichas medidas dc ascguran?,cnto, lo que su- 
poiie iuricladarnentc su intención de sustraerse a la acción de la justicia, 
el Jurz de Distrito pucde declarar que la suspensión provisional ha ilc- 
j;..(li~ clc surtir sus efectos, pudiendo ejecutarse el acto reclama<lo, es decir, 
la ordrii judicial de aprehensión o el auto de formal prisión en lo que 
atzrfie a sus coiisecucr~cias o efectos frente a la libertad personal. Debe 
a<l\,etrirse que, en su calidad de parte en un  juicio de amparo, la nuto- 
rifiad judicial respoiisable no ;:ue<le por si ~ i i  ante si apreciar si el qu,:- 
joio cumplió o no con las riieiiidas de :rscguramiento. Supoiier lo coctra- 
rio, Iiaria nugatoria la suspe~isibii pro\-isioiial auspiciaría la burla al 
aiiio eii que ésta sc haya decretado, dcliiciido la autoridad judicial res- 
porisnble inforiiiar al Juez (le Distrito sobre tal incuinpiimienio, Tara que 
rstr funcionario resuelva lo procedciiie. 

Ida suspensi6ii provisional de los actos que afecteii la libertad pei-- 
sonal ~1i . l  ijuejoso, si~lo tieiie el efecto, cuai~do el acto fun<Iniriental rc- 
clamado sea uiia orden juilicial de apreliensibn o un auto de formal pri- 
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sióii, de que el agraviado no sea detenido o aprehendido por las autorida- 
des responsables, sin impedir que el procedimiento penal, en que dichos 
actos se hayan dictado, siga su curso normal, según lo dispone el artícu- 
lo 138 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 136, párrafo pri- 
mero, del propio ordenamiento. 

Si la suspensión provisional se concede contra los efectos y conse- 
cuencias de una orden judicial de aprehensión o de un auto de formal 
prisión, en lo que atañe a la libertad personal del quejoso, y si éste ya 
estuviese detenido, el Juez de Distrito puede otorgarle su libertad caucio- 
nal si procediere conforme a las leyes penales aplicables y con base en 
los datos fehacientes que se suministren a dicho funcionario respecto al 
delito por el que la mencionada orden o el citado auto hayan sido pro- 
nunciados. Además, para que el quejoso goce de la libertad cauciona], 
debe cumplir las medidas de aseguramiento que fije el Juez de Distrito 
para los fines anteriorineiite expresados (articulo 130, párrafo segundo, 
de la Ley de Amparo). 

V .  La suspensión definitiva contra una orden judicial de apreltense'ász 
o un auto de f o r d  prkión.-Dicha siispensión, por modo absoluto, fue- 
ra del caso en que se trate del cobro de impuestos, multas u otros pagos 
fiscales (para cuya concesión o denegación el Juez de Distrito tiene fa- 
cultad discrecional conforme al artículo 135 de la Ley de Amparo), sólo 
procede cuando se satisfacen los requisitos previstos en el articulo 124 
de dicho ordenamiento y que son: a )  que la citada suspensión la solicite 
el agraviado; 6) que con ella no se sigan perjuicios al interés social, ni 
se contravengan normas de orden público, y c )  que sean de dificil re- 
paración los daños y perjuicios que se causen al quejoso con la ejecu- 
ción del acto reclamado. 

Por tanto, para conceder o negar la suspensión definitiva contra los 
efectos o consecuencias de una orden judicial de aprehensión o de un 
auto de formal prisión, en lo que atañe a la libertad personal del agtavia- 
do que aún no ha sido privado de ella, el Juez de Distrito debe determi- 
nar, si en el caso concreto de que se trate, se colman o no dichos requisitos, 
principalmente el que estriba en que, con el otorgamiento del citado be- 
neficio suspensivo, no se perjudique el interés de la sociedad ni se infrin- 
jan normas de orden público, tomando en cuenta la gravedad del delito 
que se impute al quejoso, la peligrosidad de éste y demás circunstancias 
que pudieren producir dichos fenómenos. En tales condiciones, el Juez 
de Distrito no en todo caso debe conceder la suspensión definitiva contra 
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las consecuencias y efcctos de la orden judicial de aprehensióti o del 
auto de formal prisión en cuanto a la libertad personal del sujeto contra 
quicn los mencionados proveidos se hayan dictado, sitio que goza dc 
amplio arbitrio para apreciar si, con tal medida cautelar, se genera o iio 
la indicada contravención o el expresado perjuicio. 

a )  Ahora bien, si el Jucz de Distrito estima que se han llenado las 
condiciones sinc qua noit de procedencia de la suspensií~n defiuitiva con- 
forme al articulo 124 de la Ley de Aniparo y otorga tal medida al que- 
joso en la interlocutoria correspondiente, el alcance de dicha suspensii,n, 
cuando los actos restrictivos de la libertad personal no se han coi~sumado, 
está fijado en el articulo 136 del invocado ordenamiento, en el sentido 
de que el agraviado quede a disposición del juzgador federal únicamente 
en lo que se refiere a la citada liberta<l, "que<lando a disposicióii de la 
autoridad que deba juzgarlo, cuatido el auto emane de un procedin~iento 
del orden penal por lo que hace a la contiiiuación de &te" (pirrafo 1). 
Al conceder la suspensión definitiva contra los efectos y corisccuencias 
de una orden judicial de aprehensión o de un auto de formal prisión en 
los términos indicados, el Juez de Distrito, scgún lo lia cstahlecido la 
jurisprudencia de la Suprema Corte al interpretar el artículo 136 de la 
Ley de Amparo, está facultado para decretar las medidas de asegura- 
miento que estime adecuadas, a efecto de que el quejoso no se sustraiga 
a la acción de la justicia en caso de que no se le otorgue el amparo, pu- 
dicndo consistir tales medidas, en garantía pecuniaria (depósitos en efec- 
tivo o fianza), así como en obligaciones impuestas al agraviado (com- 
parecencia periódica ante el juzgador federal o ante la autoridad judi- 
cial ante quien sesiga el juicio penal), en la vigilancia policiaca e inclu- 
sive en su reclusión en el lugar que determine cl Juez de Distrito. 

Para la determinación de las medidas de aseguramiento a que se re- 
fiere el párrafo primero del articulo 136 de la :Ley de Amparo, el Juez 
de Distrito goza de amplio e irrestricto arbitrio, regulado por las niotla- 
lidades especificas del caso concreto de que se trate, a fin de decretar 
cualesquiera dc  las citadas medidas que 'sean idáneas para asegurar la 
disponibilidad del quejoso en favor de dicho funcionario judicial fede- 
ral, y para lograr, 1101 ende, su devolución a la autoridad que lo juzgue 
en caso de que no se le conceda el amparo. Tal arbitrio lo reafirma cx- 
presamente la decisión tomada por el H. Pleno de la Suprema Corte en 
sesión celebrada el día 8 de noviembre de 1955, ya que en diversas eje- 
cutorias anteriores asi lo ha sostenido. Por ende, la rccl~csión del quejoso 
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en el sitio que designe el Juez de Distrito es una de tantas medidas potes- 
tativas de asegura~niento que dicho funcionario judicial puede decretar, 
según su prudente arbitrio, sin qzce esté obligado, por modo necesario, a 
determinarla, aun en el caso de qzce el delito qice se atribnya al agraviadd 
se sancione can pena de prisión cuyo térnzino medio aritmético excedo de 
cinco arios de cárcel ("Semanario Judicial de la Federación", tomo 
LXXV, pág. 611; tomo LXXV, pág. 7953; tomo LXXVI, pág. 2651; 
tomo LXXIX, pág. 1597; toino LXXXIII,  pig. 5033; tonlo LXXXI, 
pág. 6435; tomo LXXX, pág. 5070). 

Conforme al arbitrio judicial, en algunos casos concretos las medidas 
de aseguramiento del quejoso podrían simplemente estribar en el otorga- 
miento de una garantía pecuniaria y en la presentación regular y perió- 
dica del quejoso ante el propio Juez de Distrito o ante el juez al quc se 
imputen los actos reclamados (órdenes de aprehensión o autos de formal 
prisión) ; y en otros, consistir en la sujeción a la vigilancia policíaca, en 
la prohibición para salir de determinado lugar, o, inclusive, eri la reclu- 
sión del agraviado en el sitio que señale el Juez Federal. 

Las medidas de aseguramiento que prudentemente debe determinar 
el Juez de Distrito, tienen como finalidad legal, clara y terminante, 
sujetar al quejoso a su disposición para que, en caso de que no se le con- 
ceda la protección federal, pueda ser devuelto a la autoridad judicial de 
la que emanen los actos reclamados. Por tanto, dichas medidas deben ser 
lo suficientemente idóneas para evitar la sustracción del quejoso a la ac- 
ción de la justicia en la hipótesis mencionada, sin que su objetivo estribe 
cn privarlo de su libertad personal para satisfacer zcn real o ficticio inte-- 
rés social cziarzdo el delito de que se trate esté penado con fina sanciótz que 
exceda de citzco arios de pririó?z. 

b) En  caso de que la detención o aprehensión del quejoso ya se ha- 
ya efectuado, bien sea con anterioridad a la orden judicial de aprehen- 
sión o al auto de formal prisión o por efecto de éstos, previamente a1 
otorgamiento, en su caso, de la suspensión provisional, por virtud de la 
suspensión definitiva el agraviado puede ser puesto en libertad bajo cau- 
ción, "conforme a las leyes fedcralcs o locales aplicablcs a1 caso" (pá- 
rrafo IV del artículo 136 de la Ley de Amparo), pudiendo ser rcvoca- 
da dicha libertad "cuatido aparezcan datos bastatitcs que hasan presumir, 
futidadaineiitc, quc el quejoso trata de burlar la acción de la justicia" 
(párrafo V ) .  



c) Cori7o se vc, el artículo 136 de la 1 . e ~  dc Amparo no consigna 
dis~~osicio~ics soi>re la procedencia de la siispensión <lefiniti\,a, sino realas 
respecto a su eficacia, efectividacl o alcniicc en los cliversos casos que 
dicho p:-ecepto contempla y que se reficren a las afectaciones de la liber- 
tad ~x rx~ i~ : a l  por actos futuros iniiiinciites o pretéritos, provenientes de 
aiitori<ln<lcs judiciales o administrativas. E n  otras palabras, y aludiendo 
cspccificaiilente n la ordeii judici;il de apreherisióri o al auto de formal 
prisión impugnados eri arriparo, la concesión o denegación de la suspen- 
sión definitiva coritra los efectos o consecuencias de dichos proveí<los, 
en lo que atañe a la libertad personal del quejoso, se rige por lo dispuesto 
vil el articulo 121 de la I.ey de Amparo, precepto que, según el principio 
juridico que enseña que "donde la ley no distingue no se debe distinguir", 
i s  aplicable e11 todo caso en que se trate de la suspensión a peiiciíin de 
parte, pues claramente establece quc, fuera de los casos en que la men- 
cionada iiieílida cautclar debe otorgarse de oficio por el Juez dc Distrito 
(inisinos a los que se aludió), se decretará cuando concurran las condi- 
ciones quc el iiiiocado articulo 124 previene. Por otra parte, al consta- 
tnrse por dicho funcionario quc, conforme a este precepto, procede con- 
ceder In suspeiisióii definitiva al quejoso contra los efcctos y consecuen- 
cias de una orcle:~ juílicial de aprehensión o un auto de formal prisión 
cn lo ílue wxpccta a su libertad personal, debe fijarse la cfect ividad.~ 
extensiiin del citaclo beneficio, aplicándose lo dispuesto por el articulo 136, 
ljirrafos 1 y IV, del invocado ordeiiamiento, en sus respectivo casos. 

VI. I.a juuisprudcncia de la Sz~prci?za Corte sobre eJ porticzdar.-En 
la tcsis jurisprudencia1 núm. 138, constante en el Apéndice al Tomo LXiV 
del "Se,iiaiaario Judicial de la liederación", nuestro máxiino Tribunal es- 
í:ihieci~~ ?! criterio de que debia ncgarsc la susperisi6ri contra el auto de 
ioriiial ~irisiOii, cuando el delito respectivo se castigase con pena que cx- 
ce<liere ile cinco años de cárcel. 

Dicho criterio ha sido substancialinciltc variado dcsdc hacc alxunos 
:iños, ii;rbi&nclose scntaílo la tesis jurisprudencia1 núm. 675, visil~le en el 
i2p611ilice al 'i'oiiio S C V I l  dc dicho Scm:inario, en la que se sosticiie la 
idea (le (pie, por niodo absoluto, la susperisióii contra cualquier acto que 
;~fcctc o rcstriiija la lil>crta<l pcrsoii~l, dcbc concederse in~lependicnternrn- 
tc  de  la iiaturalezn del delito que se atrihilya al quejoso y dc la gravedad 
(Ic la pena c«>-i.eiporidieiiie, fui~dindose para ello cn uria interprvt;iciíiii 
iiotoriaiiiente erríinca del artículo 136 de la Ley de Amparo, al consi- 
derar r!iie este prccc'pto coiiticne reglas de procedencia y no simples dis- 
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posiciones de eficacia o extensión de dicha medida, desentendiéndose, 
además, de lo establecido por los artículos 130 y 124 del citado ordena- 
miento. 

La tesis jurisprudencia1 núm. 675, reiterada por innúmeras ejecuto- 
rias posteriores, asienta que: 

"Libertad prsonal, restricción de la.-Coufortne al artículo 136 
de la Ley de Amparo, en todos los casos en que se reclama un acto 
restrictivo de la libertad personal, procede la suspensión para el efec- 
to de que el interesado quede a disposición del Juez de Distrito, bajo 
su amparo y protección, independientemente de la naturaleza del he- 
cho delictuoso que se le atribuya y de la gravedad de la pena que 
pudiera corresponderle, ya que el precepto citado no distingue, sino 
que previene de manera clara, que la suspensión procede en estos 
casos, para que el quejoso quede a disposición del Juez de Distrito, 
en lo que se refiere a su libertad personal y a disposición del Juez 
del proceso penal, para la continuación del procedimiento." 

Como se ve, el criterio de la Suprema Corte, contenido en la tesis 
transcrita, pretende fundarse en una disposición que no se implica en 
e1 precepto que invoca, pues no es verdad que éste consigne un manda- 
miento sobre procedencia de la suspensión contra actos que afecten la 
libertad personal. El  articulo 136 de la Ley de Amparo, en su primer pá- 
rrafo, indica que contra dichos actos "la suspensión sólo producirá el 
efecto de que el quejoso quede a disposición del juez de Distrito, única- 
mente en lo que se refiere a su libertad personal". Por tanto, el error que 
se comete en la tesis jurisprudencial 675 y en las ejecutorias dictadas con 
posterioridad a ella, y que prevalecen en la actualidad, consiste en haber 
sustituido la expresión "sólo producirá el efecto" por la de "procede la 
suspensión", teniendo ambas un sentido completamente distinto. Si, como 
se ha dicho, fuera del ámbito normativo del articulo 123 de la Ley de 
Amparo (que previene la suspensión oficiosa), la procedencia de la sus- 
pensión definitiva se rige, en todo caso (salvo la hipótesis contemplada 
ni el artículo 135), por lo dispuesto en el articulo 124, y la de la suspen- 
sión provisional, por lo establecido en el artículo 130, resulta que, vin- 
culando lógicamente dichos preceptos con el artículo 136, se llega a la 
conclusión de que los primeros, se refieren al otorgamiento de denega- 
citin de la mencionada medida cantelar en sus respectivas fases de defini- 
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tividad y provisionaiidad, en tanto que el segundo, a su eficacia o efec- 
tividad, la cual presupone siempre su procedencia. 

La  trascendencia de la tesis jurisprudencial transcrit:~ es de gran 
magnitud, pues proítucc diversas consecuencias. Eti priiner lugar, al sos- 
tener que, independientemente de la naturaleza del delito y de la gravedad 
de la pena, siempre debe otorgarse la suspensibn contra actos que afec- 
tan la libertad personal (entre los que obviamente se eticuentran la arden 
judicial de aprehensión y el auto de formal prisiíin), para los efectos a 
que alude el artículo 136 de la Ley de Amparo. los Jueces de Distrito 
tienen la ineludible obligación de aplicarla, conforme al artículo 193 bis 
de dicho ordenamiento, concediendo invariablemente la citada medida 
cautelar eti sus aspectos provisional y definitivo contra las consecuencias 
y efectos de los indicados actos por lo que a la mencionada libertad con- 
cierne, no obstante que la penalidad media con que se sancione al hecho 
de1ictii.o imputado al quejoso y del cual sea éste presunto responsable, 
exceda de cinco años de reclusión. La observancia obligatoria de la expre- 
sada tesis, en su segundo lugar, impide la aplicación de los articulas 130 
y 124 de la Ley de Amparo, eliniinando cl arbitrio judicial que cstos pre- 
ceptos confieren a los citados funcionarios para deterniinar la proceden- 
cia de la suspensión provisional y de la definitiva. E s  más, al fallar los 
recursos de revisión que se interpongan contra las interlocutorias sus- 
pensionales dictadas por los Jueces de Distrito, los Tribunales Colegiados 
de Circuito también están obligados a acatar la multicitada tesis juris- 
prudencial, según lo previsto por el articulo 193 bis invocado, de donde 
ie colige que, a través de ella, la Suprema Corte ha heclio ineludible- 
niente partícipes del error en que incurrió, a los menciotiados órganos del 
I'oder Judicial Federal, error que coiisisti:, como ya se dijo, en haber in- 
!erprctado indebidamente el articulo 136 y en habcr dejado si11 obscrvan- 
~ i a  los artículos 130 y 124 de la I.cy de Amparo, en los casns en que la 
suspensión se pida contra actos que afecten la libertad personal del que- 
joso. E n  conclusión. la facilidacl con que se otorga dicha rnedida suspen- 
siva por los Jueces de Distrito, no es imputable a éstos, ya que al con- 
cederla, tio lo Iioci.11 de ?iiotu projio, ejercitando su arbitrio o discresión 
sitio constreñidos por In tan decantada tesis jurisprudencial, de obedien- 
cia legal iueludiblc, sentada hace ya varios años por la Suprema Corte y 
constaiitetnetitc reiterada, tesis que ha hecho posible que los sujetos con- 
Ira quirnes se haya dictado una orden de aprehensión o un auto de for- 



mal prisión por delitos graves cuya penalidad no amerite la libertad, tia. 
sean detenidos o aprehendidos. 

Sin embargo, no por el hecho de que en todo cxso deba concederse la 
suspensión provisional o definitiva contra los efectos y corisecuencias 
que, en orden a la libertad personal del quejoso, trae aparejados un auto 
de formal prisión o una orden judicial de aprehensión, debe concluirse 
que dicho quejoso goce ampliamente de su libertad personal, pues entre 
las medidas de aseguramiento que puede decretar el Juez de Distrito, fi- 
gura la que estriba en que el agraviado sea recluido en el sitio que designe 
dicho Juez, según también lo ha sostenido la Supreina Corte en varias 
ejecutorias que con anterioridad se Iian mencioiiado. 

La situacibn jurídica que se deriva de la tesis jurispruAencia1 675, 
es en la actualidad irremediable e inmodificable, o sea que la Sup&ina 
Corte no puede modificar ni interrumpir dicha tesis ni ninguna otra sus- 
t~n t ada  en materia suspensional. E n  efecto, conforme al articulo 194 de 
l a  Ley de Amparo, la modificación a la interrupcióri de la jurisprudencia 
deben operar siempre a través de ejecutorias que pronuncie dicho alto 
Tribunal, previa la satisfacción de los requisitos legales respectivos, que 
seria ocioso exponer en esta ocasión. E n  otras palabras, la Suprema Corte 
no puede modificar ni interrumpir ninguna tesis jurisprudencial, sin que 
la modificación o la interrupción se establezcan en los fallos que dictc. 
Por tanto, si de acuerdo con las últimas reformas introducidas a la Ley 
de Amparo, vigentes desde el 20 de mayo de 1951, dicho alto tribunal 
no conoce ni decide, por modo absoluto, cuestiones de suspensión, es evi- 
dente que carece de la oportunidad indispensable para enmendar o decla- 
rar inobservable la jurisprudencia que sobre esta materia existe cii la 
actualidad. 

Por otra parte, tal jurisprudencia y, por ende, la tesis 675 que se ha 
comentado, no só!o no pueden ser variadas por las resoluciones que sobrv 
suspensibn dicten los Tribunales Colegiados de Circuito al conocer del 
recurso de revisión interpuesto contra las interlocutorias suspensiona- 
les pronunciadas por los Jueces de Distrito, sino que dichos tribunales 
tienen también la ineludible obligación de acatarlas conforme al articulo 
193 bis de la Ley de Amparo, mixime que aquéllos no tienen facultadcs 
forniatii-as de jurisprudencia, por lo que sus fallos no puet!en constituir 
precedentes obligatorios para los citados Jueces Iicderales. 

E l  úiiico camino, no cxento, por lo demás, de objeciones ni dc i:icoii- 
venientes de tipo jurídico, para que la Suprema Corte pueda sentar niiei.;i 
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jurisprudencia en materia de suspensión, consistiria en que los Tribuna- 
les Colegiados de Circuito sustentasin al respecto tesis contradictorias 
y que la contradicción fuese denunciada ante aquélla en los términos de 
los articulas 107, fracción XIII, constitucional y 195 de la Ley de Am- 
paro, pudie~ido, en este caso, la Sala que corresponda de nuestro máximo 
tribunal, al driidir cuál tesis en oposición debe prevalecer, declarar que 
su resoluci6n al respecto constituye jurisprudencia obligatoria. 

VII. La dccisió?z dcl H .  Plcrzo de la Sz~prcnza Corte de Justicia de 8 
de novie%nbre de 1955.-De las ideas qiie se han expucsto con antelación, 
se desprenden las siguientes conclusiones respecto del setitido y alcance 
misino de  la jurisprudcticia actualrnente en vigor sobre el tópico que se 
ha atializad« : 

a )  La suspcnsióri provisional y definitiva en los juicios de amparo 
cluc sc proinuevari contra actos que afictcii o restrinjan la libertad per- 
son;il del qucjoso, .sic$?zprc debe concciicrsc por los Jueces de Distrito, 
ii~,1irl>cndic7ztoizde de la %aturalcza dcl delito que sc le atribuya y de 
la ,qravcdcd dc la pena respectiva. 

h )  Al conceder los Jueces de Distrito diclia suspeiisióti, Csta tieiie 
como efecto poner al qucjoso, e11 cuanto a su libertad personal, a su dis- 
posición. 

c )  Para hacer efectiva la dispoiiibilida<l dcl quejoso y, en su caso, 
su devolución a la autoridad judicial de la qiie I?ayari eii~anado los actos 
reclania<!os, los Jzrcces de Distrito tienen amplio c irrcstrirto arbitrio pura 
dccrciar las ~+zcdidas de ascgztralizic?zto que cstilliciz udcczradas. 

d )  La rcclzisid~z dcl qucjoso clz ~1 lugor u sitio qlrc dcsig~ze e1 Juez 
de Distrito, cs una de tantas 9:zcdidus potestaiiz~as dc ascgurawzie?zto que 
pucdc o I Z O  dccrctarsc, atendieiido a las peculiaridades o modalidades del 
caso coiicrrto de que se trate, con vista, sobre todo, a la posibilidad de 
q i~c  c! agraviaiio se sustraica a la acciiiri de la justicia, posibilidad que, 
:L su rcz, se iiiica en divc~-s:is circn~ista~icias r)erso~iaIrs, ci:ya apreriaciúii 
qucda sujeta al criterio del J::cz Fcilcra!. 

C )  1.z.s ~iiedidas de asegur;irniento tienen coi~io fitinlir1;id lcgal y ju- 
rispriidenci:il csenci;il, ase!iii?ar la. dispo17ibiIidad d6.l qzrcjoso ciz favor 
(!el JIIC,- de Distriio ?: for tanto, qzLr aq?lCl sca ~estit?li<!o o devuelto 
11 /a  a!ctoriifo~l jzrdicinl rcspo~zsahlr en caso de q11e sc 11' i i iepe !a suspcn- 
sión definiti1.a o tio se !e conceda el a:iip:ii-o dc la Justici;~ I~i~ílt~r:!!. 
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f )  I.as citadas medidas de aseguramiento no tienen como objetivo 
satisfacer o colntar icrz  real o ficticio interés social en la represión de u n  
delito mediante la privación de la libertad del quejoso. 

g )  Dichas plzedidas de as~guranziento son conepletanzente distintas del 
beneficio de la libertad caucional o bajo fianza pace establece el articdo 20 
constitucional, fraccidn I ,  por tener aquéllas y éste una procedencia dife- 
rente y diversos objctivos 

La decisión del H. Pleno de la Suprema Corte de Justicia fechada 
el 8 de noviembre de 1955, altera o varia la jurisprudencia que el pro- 
pio alto tribunal ha sentado en relación con la procedencia y alcance 
de la suspensión en los juicios de amparo en que se impugnen actos que 
afecten la libertad personal del quejoso, sin que, por ende, se la deba 
reputar, según vanamente se pretende, como un simple estudio aclara- 
torio o de orientación para los Jueces de Distrito y Tribunales Colegiados 
de Circuito. Dicha alterarinn o variación se ha producido por los siguien- 
tes motivos : 

19 Porque en el fondo declara improcedente la suspensión contra 
actos que afecten o restrinjan dicha libertad cuando el delito que se atri- 
buya al agraviado se sancione con una penalidad media aritmética mayor 
de cinco años de prisión, al determinar que las resoluciones suspensivas' 
que pronuncien los Jueces de Distrito deben "hacer excepción expre- 
s a  del goce de libertad". 

2 P  Porque establece la reclusión necesaria del quejoso, en el supues- 
to mencionado, como medida de aseguramiento que deba decretar el Juez 
de Distrito, eliniinando asi el libre arbitrio que dicho funcionario judi- 
cial tiene y que ha sido reiterado por la jurisprudencia de la propia Su- 
prema Corte en las ejecutorias que se han citado con antelación, para 
determinar las medidas de aseguramiento idóneas a fin de hacer efectiva 
la disponibilidad del quejoso y de evitar que éste se sustraiga a la acción 
de la justicia en caso de que se le niegue la suspensión definitiva o la 
protección federal. 

3Q Porque, en consecuencia, hace obligatoria dicha reclusión, como 
medida necesaria de aseguramiento, en el supuesto de que al agraviado 
se le impute un delito que se castigue con una pena media aritmética 
mayor de cinco años de prisión, contrariando el criterio jurisprudencia1 
prevalente en la actualidad, en el sentido de que tal medida es potestati~a. 
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4 P  Porque desvirtúa abiertamente la finalidad de las medidas <le 
aseglirainiento que el juez de Distrito puede decretar conforme al articu- 
lo 136 de la Ley de Amparo, a! establecer que dicho funcionario, en el 
Juicio de Gararitias, ticne como límite de su arbitrio discrecional lo pre- 
visto por la fracciiin I del artículo 20 constitucional, disposición que con- 
signa coino derecho de todo acusado en un juicio del orden penal la ob- 
tencióu de su libertad caucional, la cual es esencialmente diversa de las 
medidas dc aseguramiento, según lo ha establecido el propio alto Tribunal 
en la ejecutoria "IIernández Barranco, Medardo", visible en el tomo CIII,  

p. 2619, del "Semanario Judicial de la Federación". 

5P Porque considera, en consecuencia, que la reclusi6n del quejoso 
en el sitio que señale el Juez de Distrito, vieiie a satisfacer el intcrés 
de la sociedad, consistente, según la decisión que se comenta, en que di- 
cho quejoso se vea privado de su libertad personal mientras se define 
su respo~isabilidad penal en la comisión de delitos que se castiguen con 
una pena media aritmética mayor de .cinco años de prisión, desnatura- 
lizando así la medida de aseguramiento, cuya finalidad consiste simple- 
mente en h;icrr cfectiva la disponibilidad del agraviado en favor del Jucz 
de Distrito y en garantizar su devolución a las autoridades judiciales 
responsables en caso de que se le niegue la suspetisión definitiva o iio 
se le conceda el amparo de la Justicia Federal. 

Ahora bien, implicando la decisión tomada por el H. Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia el día 8 de noviembre de 1955, una altera- 
ciiin, variación, modificación o interrupción de la jurisprudencia firme 
que el propio alto tribunal ha establecido en relación con la proceden- 
cia y alcaiice de la suspensión en los juicios de amparo en que se im- 
pugnen actos que afecten o restrinjan la libertad personal del quejoso, 
su pronunciación no sólo carece de fundamento legal y constitucional 
alguno, sino que es violatoria de nuestra Ley Iiundarnental y de la Ley 
de Amparo por las razones que a continuación se exponen: 

Para modificar o interrumpir la jurisprudencia establecida es in- 
dispriisable que la Suprema Corte, dentro dcl ámbito de su competencia, 
dicte las ejecutorias respectivas en los casos concretos qiie se someta11 
n si1 conociii~iento, según lo <lisponen claramente los artícu!os 193, 193 bis 
y 194 de la Ley de Amparo, y 107, fracción XIII, de la Constitución de la 
República. Actualnientr ni el Tribunal Pleno ni ninguna de las Salas 
que integran la Suprema Corte, tienen incumbencia jurídica en el cono- 
cimiento de ningún caso de suspensión, existiendo, por tanto, la impo- 
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sibilidad insuperable para que dicho cuerpo judicial pronuncie las eje- 
cutorias n~odificativas o interrul~toras de jurisprudencia y, por ende, 
para eniilendar criterios jurisprudenciales firmes sobre la materia. 

Nuestra Constitución cslablece el principio de facultades expresas 
para las autorida(1es federales, de tal manera que, (le conformidad con 
41, ninguna autoridad de la Federación puede realizar acto alguno sin 
tener atribuciones clara y terii~inantemente previstas en las disposiciones 
constitucionaics. Cualquier acto que lleve a cabo una autoridad federal 
sin facultades legales o constitucionales, está afectado de invalidez y es 
violatorio de las garantías de legalidad y de competencia constitucional 
consagradas en el artículo 16 de la lcy suprema. 

La resolución del Pleno de la Suprema Corte que se comenta, que- 
branta el citado principio, por haberse pronunciado sin que dicho orga- 
nismo judicial esté investido de facultades para variar la tesis juris- 
prudencial ya transcrita fuera de las prescripciones normativas que al 
iespecto consignan los artículos 107, fracción XIII, constitucional, y 193, 
193 bis y 194 de la Ley de Amparo, careciendo, por tanto, de validez 
jurídica. 

Siendo inválida dicha resolución, la jurisprudencia que estab!ece la 
procedencia de la suspensión contra actos que afecten o restrinjan la li- 
bertad personal del quejoso, independientemente de la naturaleza del 
delito que a éste se atribuya y de la gravedad de la pena respectiva, 
debe conceptuarse constitucional y legalmente firme y vigente, ya que tal 
resolución es jurídicamente inocua o ineficaz para variarla en los térmi- 
nos en que pretende hacerlo. 

12a inulticitada resolución sienta un grave y ominoso precedente para 
la estabilidad de la jurisprudencia definida de la Suprema Corte actual- 
mente en vigor, ya que en casos posteriores que pudieren presentarse 
sobre cualquier materia jurídica, dicha jurisprudencia podría enmendarse 
o interrumpirse simplemente a base de una mera circular y en contra de 
lo establecido por los preceptos ya invocados y por el artículo 69 transi- 
torio del Decreto de 30 dr diciembre de 1950 que reformó la Ley de 
Amparo, disposición que ordena que la jurisprudencia vigente hasta la 
fecha en que entraron en vigor las enmiendas introducidas a dicha Ley, 
obligará en los ttrminos de los artículos 193 y 193 bis y que sólo podrá 
interrumpirse o modificarse en la forma que previene el artículo 194. 

E n  los términos de este Último precepto, para modificar una tesis 
jurisprudencial, se requiere que la Suprerna Corte, funcionando en Pleno 
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11 cn Salas, dicte ciiico ejecutorias no interruiiipidas por otra en contra- 
rio, eii diferciites casos concretos, y en las cuales dccida en el misfno 
sentido urin ig~i:il cucsti6ii o uii semejante prohlern;~ juríilico. Dichas 
cjccutorias debrn ;iprobarse. cuando menos, por cuatro ministros si se 
trata de In conipetei~cia de alguna de las Salas y por catorce ~iiinistros 
si los casos coiiicniplados eii ellas se refieren a la incumbencia del Pleno. 

1.a iiitcrrupcióri <le la jurispr~idencia opera cuando las Salas o el 
I'iciio di. la Supreiiia Corte, coiiociendo de u11 caso concreto dentro de 
sil coiiipctciicia, deciclen, me<lioiiie razones o arn;iiiiientos jurídicos per- 
tiiientes, dejar siti efecto la tisis de que se trata. 

Conio se vr, tanto la rnodificacibn romo la interrupción de la juris- 
lirudeiicia firiiic, necesariainente tiei~e que provenir de varios o de un 
caso coiicrcto quc se someta al conociiiiiento de las %!as o del Pleno 
de la Supreii~a Corte, dentro de su respcctiva competencia. 

12n resolucii~ii que se comenta no ha obedecido a ninzún caso concre- 
to que se haya soinctido a la consideracióii de la Suprenin Corte, ni pudo 
Iiaher provenido lógica y Iegaliiiente de 61, ya que dicho orpanisino jucli- 
cinl fcderal carece de coinpeiericia por modo al>soluto, según se dijo, 
113-3 conocer y decidir cuer;tiones en materia de suspensibn y, por ende, 
1x11-a alterar la jurisprudencia vigentc en relación con ésta. Coiisiguiente- 
meiite, la Supi-ema Corte pronunció tal rcsolucibii oficiosainentc y sin 
tener facultades para ello, modificando o iiiterrurnpicndo la tesis juris- 
priidencinl vigeiitc ya citada, violando los artículos 97, 107, f racc ih  XIII, 

7. 121 cotistituciones y 192, 193, 193 bis y 191 dc la 1.ey de Amparo y 
C>g transitorio de! Decreto de 30 de dicietnbre de 1950 que reformó (Ii- 
clia Lry. 

Ti11 1;i referida rrsolución, se iiivoca el articulo 20, fraccii>ii I cons- 
titucional, para llegar a la conclusión de que la susprnsión en los juicios 
d i  niiiparo que se promuevan coiitrn actos que afecten o restrinjan la 
1ibert;iil persona!, iio debe de coinprendcr la libertad del quejoso, cuan- 
do el delito que se atribuya a éste se castigue con una pena inedia ma- 
yor de cinco aiios de prisión. 

1.a iniocacii>n dc la referida disposicibn coiistitucionnl es notoria- 
rncnlc indebida, purrluc tal (lisposición s6lo rigc en los procediri~ientos 
o juicios del ordeii peiial y obliga nada más a los jucces quc conozcan 
de  dichos jiiicios o ~~rocediinientos, sin ser aplicable a los juicios de am- 
paro. Por tanto, extciider n éstos el artículo 20, fracciíin I constitucioi~al, 
equivale a riol:ir este precepto, dándole un alca~ice que no tiene, que- 
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brantando el principio clásico en Derecho constitucional en el sentido 
de que las disposiciones de la ley suprema deben interpretarse estric- 
tamente. Además, la libertad caucional, en los términos del articulo cons- 
titucional invocado, sólo obliga cuando el acusado está ya en poder del 
juez que haya librado la orden de aprehensión o que conozca del juicio 
penal respectivo, es decir, cuando el acusado ya haya sido sido privado 
de su libertad, pues no se puede otorgar ésta, es decir, restituirlo en ella, 
cuando aún no ha sido detenido. En  consecuencia, la resolución comen- 
tada no se atiene al espíritu ni a la letra del precepto constitucional de 
referencia y lo viola de manera innegable. 

Atendiendo a su invalidez jurídica, la multicitada resolución es inep- 
ta para alterar la jurisprudencia firme en materia de suspensión, misma 
que debe seguirse observanclo por los Jueces de Distrito y Tribunales 
Colegiados de Circuito de la República. 

Los Jueces de Distrito y los Magiqtrados que integran dichos Tri- 
bunales, si pretenden seguir cumpliendo con las obligaciones que les im- 
ponen las prescripciones contenidas en el artículo 193 bis de la Ley de 
Amparo, deberán continuar aplicando la jurisprudencia firme y vigente 
de la Suprema Corte y que consta en la tesis núm. 675, visible en el Apén- 
dice al tomo XCVII del "Semanario Judicial de la Federación", sin acatar 
la decisión de dicho organismo judicial que pretende variarla. Proceder 
de otra manera, implica desentenderse de la Constitución y de la Ley de 
Amparo y plegarse a una resolución jurídicamente inválida que se dis- 
fraza con el nombre de Circular, contrayendo dichos jueces y magistra- 
dos, en este último caso, responsabilidad oficial. 

VIII. Conclusiones.-a) La suspensión contra los efectos y conse. 
cuencias de una orden judicial de aprehensión o auto de formal prisión, 
respecto de la libertad personal del quejoso, no procede de oficio, sino 
a petición de éste. 

b) La procedencia de dicha suspensión se establece en los artículos 
130 (suspensión provisional) y 122 (suspensión definitiva) de la Ley 
de Amparo. 

c )  Conforme a dicho artículo 130, los Jueces de Distrito pueden con- 
ceder o negar la suspensión provisional contra los efectos y consecuen- 
cias de una orden judicial de aprehensión o auto de formal prisión en  
lo que atañe a la libertad personal del quejoso. 



d)  Según el articulo 124 de la Ley de Amparo, los Jueces de n i s -  
trito están oblig:rilos :r coiicrder la suspensiún <lefinitivn contra los efec- 
tos y consecueiicias iiiencioiiados, siempre que con su otorgamiento no se 
perjudiquen los intereses sociales ni se contravengan normas de orden 
público. 

c)  E l  articulo 136 íle la I.ey de Amparo rio contiene reglas sobre 
1;i procedencia dc la susperisiún contra actos que afecten la libertad per- 
sonal del quejoso, sillo normas de rfectividail y rxterisión de dicha medida. 

f )  Al conceder la suspensión provisional y la definitiva coiitra los 
efectos y consecuencias de una ordcn judicial de aprehensión o u11 auto 
de formal prisión en lo que concierne a la libertad persorial, los Jueces de 
Distrito están facultados para decretar, según su prudentc arbitrio, las 
riiediclas de aseguramiento que estimen pertinentes, tendientes a que el 
agraviado no se sustraiga a la acciún de la justicia, pudieiido consistir 
tales medidas, entre otras, en la reclusinn de aquél en el sitio o lugar 
que designe el citado funcionario judicial. 

g) La tesis jurisprudencia1 67.5 y las ejecutorias posteriores dicta- 
das por la Suprcma Corte, interpretan crrí,ricarrientc diclio articulo 136 
y dc,jan sin observancia los artículos 130 y 121 de la I.ry de hniparo. 

h) Los Jueces de Distrito y los Magistrados de los 'rribunales Co- 
lcgiaclos dc Circuito tiencn la obligación ineludible, so pena de grave 
rcsporisabilidad oficial, d i  ajustar sus resoluciones a dicha lesis juris- 
prudencial, concediendo invariablemente la suspensión provisional y de- 
finitiva contra los efectos y consecuericias que, en cuaiito a la libcrtad 
personal del quejoso, produzcan la orden judicial de aprehensión o el 
auto de formal prisión, tomando las medidas de aseguramiento idóneas, 
para que aquél no se sustraiga a la acción de la justicia. 

i) Unicamerite si la aprehensiíin o detenci61i - a  se efectuaron. los 
Jueces de Distrito puede11 poner al  quejciso cri libertad caiicioiial si tsta 
es ~xocedciite en los términos legales resl~cctii-os. 

j )  La tesis jurisprudcncial 675 y las ejeciitorias pí~steriorcs dictadas 
por la Suprema Corte, han auspiciado !a situaciOii ile que 121s i~ersonas, 
contra las rlue se haya dictado una orden judicial dc aprelicnsiúri o un 
auto de formal prisióii, no queden sujetas, en cira~ito a su libertncl per- 
sonal, a la autoridad judicial que haya pronunciado dichos proveidos, 
aun en los casos en que los delitos por los que se les considere presunti- 
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vamente responsables, ameriten una penalidad media mayor de cinco años 
de prisión. 

k) La Suprema Corte carece actualmente de facultades para modi- 
ficar o interrumpir dicha tesis jurisprudencial, mientras no se reforme 
la Ley de Amparo, otorgándole competencia para conocer en revisión 
&el incidente de suspensión. 

E) Sólo en el supuesto de que los Tribunales Colegiados de Circuito 
sustenten en materia de suspensión tesis contradictorias y que la contra- 
dicción sea denunciada ante la Suprema Corte, la Sala respectiva de este 
Cuerpo Colegiado, al decidir cuál de las tesis en oposición deba prevale- 
cer, puede sentar nueva jurisprudencia en materia de suspensión, según 
lo dispone el articulo 195 de la Ley de Amparo. 

m) La decisión pronunciada por el H. Pleno de la Suprema Corte 
el día 8 de noviembre de 1955, modifica o interrumpe la jurisprudencia 
firme establecida en materia de suspensión respecto de actos que restrin- 
gen o afectan la libertad personal del quejoso provenientes de autoridades 
judiciales. 

n) La citada decisión fué dictada sin que el H. Pleno de la Suprema 
Corte tenga facultades constitucionales ni legales paar ello, violando, de 
esta manera, las disposiciones y preceptos de la Constitución de la Re- 
~Ública y de la Ley de Amparo que se han citado. 

o) La  decisión de referencia es, por tanto, constitucional y legalmen- 
te inválida y carece de fuerza obligatoria frente a los Jueces de Distrito 
y Tribunales Colegiados de Circuito, teniendo ambos órganos del Poder 
Judicial Federal la obligación de seguir observando la jurisprudencia 
firme en materia de suspensión, so pena de incurrir en grave responsa- 
bilidad oficial. 
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